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SALA DE DECISIÓN PENAL
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Pereira,  trece (13) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0227
Hora: 3:30 p.m.

1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la señora María Dolany Ocampo Salazar, agente oficiosa de su hija, Yuliana Andrea Sánchez Ocampo, de 24 años de edad, en contra de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional – SARIS, por la presunta violación de sus derechos fundamentales a la salud, vida digna, dignidad humana y la seguridad social.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Manifestó la agente oficiosa que su hija Yuliana Andrea Sánchez Ocampo sufrió un accidente de tránsito el día 31 de diciembre de 2016, mientras se dirigía al comando de la Policía Metropolitana de Pereira con el fin de hacer entrega del armamento, toda vez que se encontraba de servicio, por lo que se encuentra hospitalizada desde esa fecha en la Clínica Pinares Médica con un diagnóstico que le impide valerse por sí misma, denominado “TEC SEVERO, INFARTO TRAUMÁTICO EN TERRITORIO DE LA ICM IZQUIERDA, REGIÓN FRONTAL OCCIPITAL DERECHA, ENCEFALOPATÍA SECUNDARIA, ESTADO DE MÍNIMA CONCIENCIA, FRACTURA CLAVÍCULA IZQUIERDA, FRACTURA LEFORT III BILATERAL”.
Aseguró que la Dirección Seccional de Sanidad negó el 3 de febrero de 2017 la entrega a su hija de “23 pacas de pañales TM, 9 paquetes de pañitos húmedos, 3 tarros de crema humectante Lubridem, 2 tarros de enjuague bucal Clorhexol, 3 parches Duoderm y un tarro de Neutroderm”, los que habían sido ordenados por el médico intensivista Jame Romero, con fundamento en que estos elementos no se encuentran incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policía.
Indicó que la Clínica Pinares Médica solicitó para la atención de la paciente con varios especialistas: médico general que se encargue de realizar la valorización diaria a la misma, terapia física, terapia respiratoria, fonoaudiología, enfermera 24 horas con capacitación en aspiración y manejo traqueotomía y gastronomía, con los equipos e insumos necesarios para su rehabilitación y mantenimiento; pues de la respuesta de Sanidad depende la hospitalización en casa.
Agregó que como madre de la joven agenciada, es la directa responsable de sus cuidados y requerimiento, así como de su nieta de 21 meses de edad hija de Yuliana Andrea, razón por la cual se vio obligada a dejar sus actividades laborales y no cuenta con los recursos necesarios para dedicarse por completo al cuidado de amabas. 

Por lo tanto, solicitó:  i) ordenar a SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL la entrega de los siguientes elementos con fórmula mensual: 23 pañales TM, 9 paquetes de pañitos húmedos, 3 tarros de crema humectante Lubriderm, 2 tarros de enjuague bucal Clorhexol, 3 parches Duoderm, y un tarro de Neutroderm;  ii) que la entidad que responda a la solicitud elevada por la Clínica Pinares Médica para la atención de la paciente con varios especialistas: médico general que se encargue de realizar la valorización diaria a la paciente, terapia física, terapia respiratoria, fonoaudiología, enfermera 24 horas con capacitación en aspiración y manejo traqueotomía y gastronomía, con los equipos e insumos necesarios para su rehabilitación y mantenimiento; iii) se responsabilice a SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL  de Pereira, en caso de no prestar en forma adecuada los servicios médicos, medicamentos, elementos necesarios para mantenimiento de los equipos médicos y los profesionales de la salud requeridos para su rehabilitación, y iv) autorice el traslado en ambulancia cuando sea requerido algún examen o cita médica fuera de la casa.

La agente oficiosa adjuntó copia de las cédulas de ciudadanía suya y de su hija Yuliana Andrea Sánchez Ocampo, certificado de la hospitalización por parte de la Clínica CMS PINARES MEDICA, respuesta al derecho de petición a la solicitud radicada el 31 de enero de 2017, orden médica por parte del doctor Jaime A. Romero, EPICRIS emitida por la clínica Pinares Médica y el  registros civiles de nacimiento a nombre de Yuliana Andrea Sánchez Ocampo y de la menor N.S.S.S. (Fls. 4-19)

2.6. Mediante auto del 27 de marzo de 2017 se avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado a la entidad accionada y se vinculó a la Dirección de Sanidad Nacional.  Igualmente, se dispuso de manera oficiosa, una medida provisional tendiente a que las entidades demandadas de manera inmediata y conjunta, realicen los trámites administrativos necesarios para que autoricen y entreguen a la joven Yuliana Andrea Sánchez Ocampo los insumos: 23 pacas de pañal talla M, 9 paquetes de pañitos húmedos, 3 tarros de crema humectante Lubriderm, 2 tarros de enjuague bucal Clorhexol, 3 parches Duoderm, y un tarro de Neutroderm, con el fin de garantizar los derechos fundamentales a la vida digna y la salud invocados por su madre. (Fls. 23)
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL – SECCIONAL RISARALDA
Informó que los pañales, los pañitos húmedos, la crema humectante Lubriderm, el enjuague bucal Clorhexol y el Neutroderm son insumos no POS de aseo personal, considerados suntuosos sin fines terapéuticos, los cuales están obligados los familiares a proveer en virtud del deber constitucional de solidaridad.

Sobre los elementos como el parche Duoderm aseguró que no se encuentran incluidos en el plan de servicios de sanidad Militar y Policía; por tanto, la accionante debe realizar la solicitud ante el Comité Técnico científico para que estos decidan si aprueban lo solicitado, partiendo de lo que indique el médico tratante quien es quien debe diligenciar el formato que acredite la necesidad del medicamento o insumo, todo esto lo fundamento en el Acuerdo 002 del 27 abril de 2001 expedido por el Consejo Superior de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional.

Sostuvo que en relación con los pañales y pañitos, la formulación debe ser revisada por el médico Jaime A. Romero D, pues las cantidades solicitadas parecen excesivas para un mes en comparación con otros pacientes con similares condiciones; por lo tanto, se debe evaluar la efectiva y razonable utilización a sus recursos financieros. 
Indicó que la solicitud de enfermería en casa no es un servicio de salud médico que pueda ofrecer el subsistema de salud de la Policía Nacional, sino que está en cabeza del cuidador designado por la familia, para brindar asistencia social como la alimentación, el baño, cambio de posiciones, cariño y demás, en cambio aseguró que la Seccional de Sanidad brindará acompañamiento permanente de trabajo social, psicología, garantizará la realización de las terapias que necesite la usuaria y adicionalmente dará capacitación a los familiares quienes están a cargo de su cuidado para que le den un adecuado manejo a la traqueotomía y gastrostomía, sin que exista la obligación de un cuidador 24 horas del día, teniendo en cuenta el factor determinante que es el núcleo familiar para su recuperación.
Solicitó se negara por improcedente la acción tutelar y que se le autorizara realizar el recobro al FOSYGA para aquellos medicamentos que no se encuentran incluidos en el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial

En cuanto a la medida provisional, indicó que los insumos: 23 pacas talla M, 9 paquetes de pañitos húmedos, 3 tarros de cerma humectante lubriderm, 2 tarros de enjuague bucal Clorehecol, 3 parches Duoder y 1 tarro Neutroderm fueron entregados en las instalaciones de la Seccional de Sanidad Risaralda el 2 de marzo de 2017 a la señora Dolany Ocampo Salzar, en presencia de la patrullera Yenny Alexandra Gómez Patiño, responsable de la oficina de asuntos jurídicos de la seccional a las 14:00, tal como obra en el acta de entrega 03- JEFAT – ASJUR - 29.  (Fls. 31-35)
3.2. DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL

Informó que esa Dirección es una dependencia de la Policía Nacional que a su vez es una Dirección dentro de la estructura orgánica del Ministerio de Defensa Nacional encargada de administrar el Subsistema de Salud e implementar las políticas que emita el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional y los planes y programas que coordine el Comité de Salud de la Policía Nacional respecto del mencionado  Subsistema.

Hizo referencia a la estructura orgánica interna de esa Dirección y de las funciones de las áreas de Sanidad entre las cuales se encuentra la Seccional de Risaralda, para concluir que las pretensiones de esta demanda le corresponde gestionarlas a la seccional aludida.

Por lo anterior, la presente acción de tutela fue remitida al correo electrónico del Área de Sanidad Risaralda (Fls. 37-40)
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. El artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 señala: «La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.  También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.  También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales». Dadas las anteriores posibilidades específicas de representación, la Corte ha sostenido que la gestión judicial de los intereses en la acción de tutela puede ser promovida por cuatro vías diferentes: i) por la persona que se dice lesionada en sus derechos, ii) a través de representantes legales, en el caso de menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas, iii) por medio de apoderado judicial, en cuyo evento el representante debe ser abogado y iv) por medio de la figura de la agencia oficiosa, cuasicontrato que surge en el ámbito de la tutela cuando una persona se arroga «motu proprio» la protección de los intereses de otra que se encuentra en la imposibilidad de hacerlo por sí misma
. 

Por lo anterior, en este caso en particular como la titular de los derechos invocados no está en condiciones físicas para promover su propia defensa, la Sala encuentra que están dados los presupuestos para que la agente oficiosa acuda al juez para representar los intereses de Yuliana Andrea Sánchez Ocampo, por lo que se da la legitimación en la causa por activa. 

Así las cosas, esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas han vulnerado los derechos fundamentales a  la joven Yuliana Andrea Sánchez Ocampo, tal como lo señaló la agente oficiosa de la misma,  de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3.2. Sea lo primero reiterar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. De las pruebas arrimadas al expediente se observa que la joven Yuliana Andrea Sánchez Ocampo, de 24 años de edad
, tras un accidente de tránsito presentó lesiones que fueron diagnosticadas como “TEC SEVERO, INFARTO TRAUMATICO EN TERRITORIO DE ICM IZQUIERDA, REGION FRONTAL OCCIPITAL DERECHA, ENCEFALOPATIA SECUNDARIA, ESTADO DE MINIMA CONCIENCIA, FRACTURA CLAVICULA IZQUIERDA, FRACTURA LEFORT III BILATERAL” situación que la tiene hospitalizada desde el 31 de diciembre de 2016 , según se desprende de la Epicrisis suscrita por el neurocirujano Armando Alfredo Yaruro Astudillo (Fls. 12-16).  Así mismo,  se observa que el médico intensivista, Jaime A. Romero D. prescribió el 31 de enero de 2017 a la señora Sánchez Ocampo los siguientes insumos: 23 pacas de pañales talla M, 9 paquetes de pañitos húmedos, 3 cremas humectantes Lubriderm, 2 enjuagues bucales Clorhexol, 3 parches Duoderm y  1 Neutroderm (fl 11), la cual fue remitida por la agente oficiosa para su aprobación al Jefe Seccional de Sanidad Risaralda el 31/01/2017 (folio 10) y negada por dicho funcionario mediante comunicación del 03/02/2017 (Fl. 9 frente y vuelto), situación que motivó a la señora María Dolany Ocampo Salazar a acudir a la intervención del juez de tutela para hacer valer los derechos fundamentales a la salud y vida digna de su hija Yuliana Andrea Sánchez Ocampo.
4.5. En lo que tiene que ver con el derecho a la salud, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que “Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’. 
4.5.1. De acuerdo a lo anterior, el derecho a la salud debe ser considerado como un derecho fundamental autónomo y por lo tanto, es obligación de las entidades prestadoras del servicio de salud garantizarlo con el fin de hacer realidad los valores y principios constitucionales. Así lo puntualizó en la sentencia C-463 de 2008 al indicar que:

(…) el Sistema de Seguridad Social en Salud se caracteriza por (i) ser un derecho irrenunciable de toda persona y (ii) un derecho fundamental, estatus que se desprende de los principios de solidaridad, eficiencia y universalidad primordialmente, que puede ser protegido de manera autónoma por vía de acción de amparo constitucional “en cuanto afecta directamente la calidad de vida”. 

Agregó, que: “[d]el principio de universalidad en materia de salud se deriva primordialmente el entendimiento de esta Corte del derecho a la salud como un derecho fundamental, en cuanto el rasgo primordial de la fundamentalidad de un derecho es su exigencia de universalidad, esto es, el hecho de ser un derecho predicable y reconocido para todas las personas sin excepción, en su calidad de tales, de seres humanos con dignidad”

En suma, para la Corte todas las personas sin excepción alguna, pueden acudir a la acción de tutela para lograr la efectiva protección de su derecho constitucional fundamental a la salud, cuando encuentren que el no suministro de procedimientos, tratamientos o medicamentos excluidos de las categorías legales y reglamentarias, significa (i) lesionar de manera seria y directa la dignidad humana de la persona afectada con la vulneración del derecho; (ii) se pregona de un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) implica poner a la persona afectada en una condición de indefensión por su falta de capacidad de pago para hacer valer ese derecho”
. (Subrayas propias)
4.6.  Frente al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.

Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.“ (Subrayas fuera del texto original)
4.7.  En este caso en concreto, fuera de que hay una prescripción médica con respecto a los pañales, pañitos húmedos, crema humectante, enjuague bucal, parches y el Neutroderm por el médico intensivista de la joven Sánchez Ocampo, esta Sala considera que la entrega de los mismos no es excesiva por cuanto son para un mes, máxime que de los hechos aquí expuestos se puede inferir fácilmente y sin hacer una análisis profundo, que dichos insumos no son un requerimiento caprichoso, sino que son de vital necesidad para que la agenciada pueda sobrellevar una vida más digna, toda vez que en la actualidad está enfrentando una situación muy delicada de salud que la pone en debilidad manifiesta frente a la entidad accionada, por lo que tales elementos deben ser brindados en su integridad, en las cantidades y por el tiempo en que lo indiquen sus médicos tratantes, no existiendo duda alguna para que se adopte como definitiva la medida provisional decretada a favor de la señora Sánchez Ocampo, más aún cuando lo reclamado se ajusta a los presupuestos constitucionales que señalan que la acción de tutela procede para lograr una orden de amparo en este ámbito siempre que en principio, concurran las siguientes condiciones:

“1. La falta del servicio, intervención, procedimiento o medicina, vulnera o pone en riesgo los derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere, sea porque amenaza su existencia, o deteriora o agrava el estado de salud, con desmedro de la pervivencia en condiciones dignas.

2. El servicio, intervención, procedimiento o medicina no puede ser sustituido por otro que sí se encuentre incluido en el POS y supla al excluido con el mismo nivel de calidad y efectividad.
3. El servicio, intervención, procedimiento o medicina ha sido dispuesto por un médico adscrito a la EPS a la que esté vinculado el paciente.

4. La falta de capacidad económica del peticionario para costear el servicio requerido.”
 (Subrayas nuestras)

De acuerdo a lo anterior, concurren tales circunstancias relacionadas en la jurisprudencia constitucional, tal como quedó explicado, aunado a que SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL en ningún momento controvirtió lo dicho por la señora María Dolany Ocampo Salazar en el sentido de no tener capacidad económica para asumir los costos de los insumos descritos  y requeridos por su hija.
4.8. Ahora bien, dentro de la foliatura no obra prueba alguna que permita inferir que la señora María Dolany Ocampo Salazar presentó una solicitud a SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL para que le brinde a su hija, los siguientes servicios médicos y que fueron relacionados en el escrito introductorio de la demanda de tutela, tales como: “médico general que se encargue de realizar la valorización diaria a la paciente, terapia física, terapia respiratoria, fonoaudiología, enfermera 24 horas con capacitación en aspiración y manejo traqueotomía y gastronomía, con los equipos e insumos necesarios para su rehabilitación y mantenimiento, toda vez que de la respuesta emitida por SANIDAD depende la hospitalización en casa”.  Sin embargo, la auxiliar de Magistrado se comunicó telefónicamente con la señora Ocampo Salazar, quien aclaró que los médicos tratantes de su hija le informaron que Yuliana Andrea Sánchez Ocampo puede ser atendida mediante el servicio hospitalización en casa, para lo cual se requiere de una atención médica conjunta con fonoaudiología, enfermera 24 horas para el manejo derivado de la traqueotomía que le realizaron a la misma, quien igualmente, requiere de una alimentación especial y en tal sentido, solicitó que le fuera autorizada la atención integral para los diagnósticos que la mantienen en estado de inconciencia, tal como lo solicitó en la demanda de tutela (Fl. 41)
4.9. Para el análisis del pedimento antes relacionado, esta Sala tendrá en cuenta lo señalado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional y que tiene que ver con los principios que se vinculan con la realización del derecho a la salud, desde el punto de vista normativo, los que se destacan, entre otros, los siguientes: “universalidad, pro homine, equidad, continuidad, oportunidad, prevalencia de derechos, progresividad, libre elección, solidaridad, eficiencia, e interculturalidad.” Y en la Sentencia T-325 de 2016, dicho Alto Tribunal indicó:
“…Así, en lo que respecta al derecho a la salud, este Tribunal ha dicho que el principio pro homine permite la interpretación de las normas que rigen el tema de salud en el sentido más favorable a la protección de los derechos de las personas.
 
Por lo demás, es relevante traer a colación que, en cada caso concreto, la aplicación del principio pro homine dependerá del análisis que se haga de las particularidades del asunto y de lo que en él  resulte más favorable para la protección del derecho. Al respecto, en la sentencia C-313 de 2014[45], al realizar el control de constitucionalidad sobre la Ley Estatutaria de Salud se expuso que:
 
“No puede renunciar de antemano esta Corporación al escenario específico del caso y a las circunstancias propias que, de manera excepcional, puedan orientar una decisión más favorable y proporcional en procura del derecho fundamental a la salud. Con todo, una concepción de las prestaciones en salud que asuma la inclusión como regla y, la exclusión como excepción, clausura en mucho las tensiones y dudas que impelen al intérprete a apelar al principio pro homine”.
 

(…)

En la misma sentencia, la Corte Constitucional reiteró los elementos que rigen el derecho fundamental a la salud y  destacó que se trata de los principios de disponibilidad, aceptabilidad, accesibilidad y la calidad e idoneidad procesional. Específicamente, en relación con cada uno de ellos, se ha dicho que: 

“(i) la disponibilidad implica que el Estado tiene el deber de garantizar la existencia de medicamentos esenciales, agua potable, establecimientos, bienes, servicios, tecnologías, instituciones de salud y personal profesional competente para cubrir las necesidades en salud de la población; (ii) la aceptabilidad hace referencia a que el sistema de salud debe ser respetuoso de la diversidad de los ciudadanos, prestando el servicio adecuado a las personas en virtud de su etnia, comunidad, situación sociocultural, así como su género y ciclo de vida. Por su parte, (iii) la accesibilidad corresponde a un concepto mucho más amplio que incluye el acceso sin discriminación por ningún motivo y la facilidad para acceder físicamente a las prestaciones de salud, lo que a su vez implica que los bienes y servicios estén al alcance geográfico de toda la población, en especial de grupos vulnerables. De igual manera, se plantea la necesidad de garantizar la accesibilidad económica y el acceso a la información. Finalmente, (iv) la calidad se vincula con la necesidad de que la atención integral en salud sea apropiada desde el punto de vista médico y técnico, así como de alta calidad y con el personal idóneo y calificado que, entre otras, se adecue a las necesidades de los pacientes y/o usuarios. (Subrayas propias)
 
Se resalta lo anterior, teniendo en cuenta que por parte de Jefe de Sanidad Risaralda se indicó que la entidad “brindará acompañamiento permanente de trabajo social, psicología, garantizará la realización de las terapias que necesite la usuaria y adicionalmente dará capacitación a los familiares quienes están a cargo de su cuidado para que le den un adecuado manejo a la traqueotomía y gastrostomía, sin que exista la obligación de un cuidador 24 horas del día, teniendo en cuenta el factor determinante que es el núcleo familiar para su recuperación”.  

4.10.  Como la señora Yuliana Andrea Sánchez Ocampo  está afiliada al Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional (SSMP), el cual tiene un conjunto de prestaciones cubiertas por el plan básico de salud del Subsistema según lo establecido por el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía en el Acuerdo 02 de 2001, esta Sala considera que a través de un galeno que conozca de primera mano el estado de salud de la señora Sánchez Ocampo, dentro de los parámetros y criterios médicos posibles, establezca si el servicio auxiliar de enfermería domiciliaria efectivamente debe ser proporcionado a la agenciada de acuerdo con lo que su cuadro clínico indique y su patología demande, y de ser así, las condiciones de modo y tiempo en que debe ser proveído. Así  mismo, si el médico tratante encuentra que la señora Sánchez Ocampo en efecto necesita el servicio de ambulancia, este debe ser suministrado de acuerdo a los lineamientos y condiciones previas de prestación que establezca el médico.

4.11.  De todos modos, la señora Yuliana Andrea Sánchez Ocampo deberá recibir una atención integral con el fin de que los servicios médicos que requiera sea completo y eficaz y para que pueda llevar una vida  en condiciones más dignas, según las prescripciones que sus médicos tratantes indiquen, lo cual se hará sin prórrogas, ni demoras, ni trámites administrativos que lo obliguen a estar interponiendo acciones de tutela para la enfermedad descrita en esta acción de tutela. Al respecto, en Sentencia T-576 de 2008 se precisó el contenido del principio de integralidad así: "…la Corte Constitucional ha manifestado en múltiples ocasiones que la atención en salud debe ser integral y por ello, comprende todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento de los tratamientos iniciados así como todo otro componente que los médicos valoren como necesario para el restablecimiento de la salud del paciente”. 
4.12.  Finalmente, es necesario precisar que es improcedente la autorización u orden para el recobro al FOSYGA, por cuanto al ser un régimen excepcionado del Sistema General de Seguridad Social, de acuerdo con el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, no cuenta con dicha posibilidad; por ello, sea este el momento para reiterar la posición de la Corte Constitucional, expresado en la sentencia T-540/01:  

(…) Por consiguiente, si bien en términos prácticos puede decirse que la Dirección General de Sanidad Militar, por las funciones que cumple, entre las cuales está la de “Dirigir la operación y funcionamiento del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares” (artículo 10, literal a) de la Ley 352 de 1997), puede compararse con una Empresa o Entidad Promotora de Salud de la que trata el artículo 177 de la Ley 100 de 1993, cuya función básica es la de “organizar, y garantizar, directa o indirectamente, la prestación del plan de salud obligatorio a los afiliados...”, lo cierto es que la Dirección General de Sanidad Militar es un organismo que pertenece a un sistema de salud especial y por ello, no puede ser catalogada como Empresa Promotora de Salud (EPS) y debe regirse, entonces, por las normas de ese sistema especial que la creó.
En ese sentido, advierte la Sala que ni la Ley 352 de 1997, ni el Decreto 1795 de 2000, mediante el cual el Presidente de la República, en ejercicio de facultades extraordinarias conferidas por la Ley 578 de 2000, estructuró el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (SSMP), contienen disposición alguna que permita a la Corte declarar que la Dirección General de Sanidad Militar pueda repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía (Fosyga), por los sobrecostos en que incurra por el cumplimiento de la orden que se le imparte en el fallo de tutela.

(…) la Dirección General de Sanidad Militar, sin necesidad de expresa declaración por parte del juez en el fallo de tutela, podrá obtener los recursos del fondo-cuenta del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, como quiera que se trata de un régimen especial que se rige por sus propias normas”.
En efecto, lo anterior resulta también aplicable a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, por lo que no es posible acceder al cobro del FOSYGA. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la vida digna, seguridad social e igualdad invocados por la señora María Dolany Ocampo Salzar en representación de su hija Yuliana Andrea Sánchez Ocampo.

SEGUNDO: ADOPTAR como definitiva la medida provisional decretada  desde el pasado 27 de febrero de 2017, mediante la cual se ordenó SANIDAD SECCIONAL RISARALDA y a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, que de manera inmediata y conjunta, realizaran inmediatamente los trámites administrativos necesarios para que autorizaran y entregaran a la señora Yuliana Andrea Sánchez Ocampo los insumos: 23 pacas de pañal talla M, 9 paquetes de pañitos húmedos, 3 tarros de crema humectante Lubriderm, 2 tarros de enjuague bucal Clorhexol, 3 parches Duoder, y un tarro de Neutroderm.  Lo anterior, con el fin de que la misma continúe recibiendo tales insumos, en la cantidad y periodicidad que lo indiquen sus médicos tratantes.
TERCERO: ORDENAR a SANIDAD SECCIONAL RISARALDA y a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL que de manera conjunta, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este fallo, dispongan la valoración médica que conozca de primera mano el estado de salud de la señora Yuliana Andrea Sánchez Ocampo, para que establezca si el servicio auxiliar de enfermería domiciliaria y el transporte en ambulancia efectivamente debe ser proporcionado a la agenciada.  De ser así, ambos servicios se brindarán a la señora Sánchez Ocampo, de acuerdo a los lineamientos y condiciones previas de prestación que establezca el médico.

CUARTO: ORDENAR a SANIDAD SECCIONAL RISARALDA y a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, que de manera conjunta, presten la atención integral que requiere la señora Yuliana Andrea Sánchez Ocampo, bajo las prescripciones que sus médicos tratantes indiquen, siempre y cuando tenga que ver con la enfermedad producida por el accidente de tránsito y con el fin de evitar que deba estar instaurando acciones de tutela por servicios que se encuentren excluidos del plan de servicios de Sanidad Militar y Policial.
QUINTO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LOPEZ
Secretario
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� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 
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� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.
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